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Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al día diecinueve de enero de dos mil veintiséis, emite la siguiente:
SENTENCIA

Mediante la cual se resuelve la acción de inconstitucionalidad 194/2024, promovida por la Fiscalía General de la República en contra del artículo 50 de la Ley para la Protección de Personas que Intervienen en el Proceso Penal en el Estado de San Luis Potosí, publicada el cuatro de diciembre de dos mil veinticuatro en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”.
ANTECEDENTES:
1.
Presentación de la demanda. El treinta de diciembre de dos mil veinticuatro, el Fiscal General de la República presentó la demanda en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.
2.
Órganos Legislativo y Ejecutivo que emitieron y promulgaron la norma:
· Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí

· Poder Ejecutivo del Estado de San Luis Potosí.
3.
Norma general cuya invalidez se demanda. Artículo 50 de la Ley para la Protección de Personas que Intervienen en el Proceso Penal en el Estado de San Luis Potosí, en su porción normativa “y multa de quinientas Unidades de Media (sic) y Actualización”.
4.
Fecha de publicación de la norma impugnada. Cuatro de diciembre de dos mil veinticuatro en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”.
5.
Precepto constitucional vulnerado. Artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
6.
Concepto de invalidez. La parte accionante planteó, en esencia, que el artículo 50 de la Ley para la Protección de Personas que Intervienen en el Proceso Penal en el Estado de San Luis Potosí establece una multa de 500 Unidades de Medida y Actualización, lo cual es una sanción fija e inflexible, al no establecer parámetros mínimos y máximos que permitan un margen de apreciación para que las personas operadoras jurídicas puedan individualizarla atendiendo a la gravedad del ilícito y el grado de culpabilidad, por lo que se vulnera el principio de proporcionalidad de las penas, previsto en el artículo 22 de la Constitución Federal.
7.
Radicación y turno. Por acuerdo de dos de enero de dos mil veinticinco, la persona titular de la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ordenó formar y registrar el expediente físico y electrónico con el número 194/2024 y lo turnó al Ministro en retiro Jorge Mario Pardo Rebolledo para instruir el procedimiento respectivo.
8.
Admisión. Mediante acuerdo de dieciséis de enero de dos mil veinticinco, el Ministro instructor admitió a trámite la acción de inconstitucionalidad, ordenó dar vista a los Poderes Legislativos y Ejecutivo, ambos del Estado de San Luis Potosí, para que rindieran su informe. Asimismo, se dio vista a la Consejería Jurídica del Gobierno Federal
.
9.
Informe del Poder Legislativo estatal. Mediante oficio presentado el dieciocho de febrero de dos mil veinticinco en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal, el Presidente de la Directiva rindió su informe en el que manifestó, en síntesis:
· Sí existe proporcionalidad en la sanción, pues permite ser individualizada por la persona juzgadora al establecer términos mínimo y máximo de punibilidad conforme al grado de culpabilidad de la persona que incurrió en desacato.

· La multa de quinientas Unidades de Medida y Actualización constituye una medida de apremio y no una sanción. Las medidas se fundan en la necesidad y el interés de la sociedad para instrumentar los medios necesarios para que las resoluciones y determinaciones judiciales sean cumplidas en atención a los principios de justicia pronta y completa.
· Como la multa encuentra su objeto en incidir en la conducta de una persona para cumplir con una determinación judicial, tampoco vulnera el principio de proporcionalidad tributaria previsto en el artículo 31, fracción IV, constitucional; la multa que ahí se establece no constituye, en ningún sentido, una contribución fiscal.
10.
Informe del Poder Ejecutivo estatal. Por oficio presentado el diecisiete de febrero de dos mil veinticinco en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal, el Consejero Jurídico del Estado de San Luis Potosí rindió su informe en el que manifestó:
· Son indiscutibles los actos que se refieren a la promulgación del Decreto impugnado. El Poder Ejecutivo del Estado es respetuoso de las facultades y funciones que establece la división de poderes que consagra nuestra Carta Magna, así como la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, para otorgarle plena validez y eficacia a las leyes en comento. El Poder Ejecutivo se encuentra implicado en la promulgación y publicación de la norma que se impugna.

· No se advierte que la ley recurrida vulnere derechos fundamentales de manera restrictiva, esto es, violaciones directas de derechos fundamentales, o bien de forma amplia o extensiva, es decir, violaciones directas o indirectas de derechos.
11.
Vista para formular alegatos. Mediante acuerdo de veintiséis de febrero de dos mil veinticinco, el Ministro instructor tuvo por rendidos los informes y ordenó que los autos quedaran a la vista de las partes para que formularan sus alegatos.
12.
Alegatos. Por oficios de diez, veintiuno y once de marzo de dos mil veinticinco, el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo, ambos del Estado de San Luis Potosí, así como la Fiscalía General de la República formularon los alegatos correspondientes.
13.
Cierre de instrucción. Por acuerdo de dieciocho de marzo de dos mil veinticinco, se declaró cerrada la instrucción del asunto a efecto de elaborar el proyecto de resolución correspondiente.
14.
Returno. En proveído de cuatro de septiembre de dos mil veinticinco, la persona titular de la Presidencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó el envío de los autos a la ponencia de la Ministra María Estela Ríos González para la elaboración del proyecto de resolución correspondiente, lo anterior de acuerdo con el sexto transitorio del Acuerdo General 1/2025 (12a.) de este Pleno.
I.
COMPETENCIA.

15.
Este Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la acción de inconstitucionalidad, de conformidad con los artículos 105, fracción II, inciso i), de la Constitución Federal
; 16, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación
, así como el Punto Segundo, fracción II
, del Acuerdo General 2/2025 (12a.) del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, debido a que se impugna una ley local en materia penal.
II. PRECISIÓN DE LA NORMA RECLAMADA

16.
Del análisis integral de la demanda se advierte que la fiscalía accionante impugna la porción normativa “y multa de quinientas Unidades de Media (sic) y Actualización” del artículo 50 de la Ley para la Protección de Personas que Intervienen en el Proceso Penal en el Estado de San Luis Potosí.

III. OPORTUNIDAD
17.
El Decreto impugnado fue publicado en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis” el cuatro de diciembre de dos mil veinticuatro, por lo que el plazo para presentar la demanda transcurrió del cinco de diciembre de dos mil veinticuatro al tres de enero de dos mil veinticinco. De manera que si la demanda fue presentada el treinta de diciembre de dos mil veinticuatro, es oportuna, debido a que se hizo dentro del plazo de treinta días naturales que prevé el artículo 60 de la Ley Reglamentaria
.
IV. LEGITIMACIÓN
18.
La Fiscalía General de la República está legitimada para promover la acción de inconstitucionalidad en términos de los artículos 105, fracción II, inciso i), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 11, primer párrafo, de la Ley Reglamentaria de la materia
, y 19 de la Ley de la Fiscalía General de la República
.
V. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO
19.
Las partes no las hicieron valer y este Pleno no advierte la actualización de alguna. No obstante, se aprecia, como hecho notorio, que con posterioridad a que fue expedido el Decreto impugnado, el artículo en examen fue objeto de reforma, como se muestra en el siguiente cuadro (se resaltan partes modificadas):

	Decreto impugnado 4 de diciembre de 2024
	Decreto de reforma 22 de mayo de 2025

	Artículo 50. Desacato de la medida de protección ordenada
Aquél o aquélla a quien corresponda acatar la medida de protección acordada a favor de las víctimas, testigos y demás sujetos procesales, que no le diere cabal cumplimiento, en los términos y condiciones establecidos, será sancionado con prisión de tres meses a un año y multa de quinientas Unidades de Media y Actualización.
	Artículo 50. Desacato de la medida de protección ordenada
Aquél o aquélla a quien corresponda acatar la medida de protección acordada a favor de las víctimas, testigos y demás sujetos procesales, que no le diere cabal cumplimiento, en los términos y condiciones establecidos, será sancionado con prisión de tres meses a un año y multa de cien a quinientas Unidades de Media y Actualización.


20.
De la transcripción se desprende que fue reformada la porción normativa cuya constitucionalidad fue controvertida por la Fiscalía General de la República. Esta reforma entró en vigor el veintitrés de mayo de dos mil veinticinco.
21.
Si bien es cierto la acción de inconstitucionalidad es improcedente cuando hayan cesado los efectos de la norma general cuestionada, en el caso no acontece así, pues de acuerdo con los artículos 105, segundo párrafo de la Constitución Federal
 y 45 de la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del Artículo 105 constitucional
, la declaración de invalidez de las sentencias no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los principios generales y disposiciones legales aplicables de esta materia
.

22.
En el caso, la norma impugnada es de naturaleza penal y a la fecha ha sido modificada. No obstante, uno de los principios que rigen en esta materia obliga a la aplicación de la ley vigente al momento en que se cometió el delito, lo que implica que, aun cuando una norma puede estar abrogada, derogada o modificada, lo cierto es que sigue surtiendo efectos respecto de aquellos casos en los que el delito se cometió bajo su vigencia. De ahí que no se está en el supuesto de improcedencia por cesación de efectos
.
VI. ANÁLISIS DE FONDO
23.
El artículo 22, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece:
“Artículo 22. Quedan prohibidas las penas de muerte, de mutilación, de infamia, la marca, los azotes, los palos, el tormento de cualquier especie, la multa excesiva, la confiscación de bienes y cualesquiera otras penas inusitadas y trascendentales. Toda pena deberá ser proporcional al delito que sancione y al bien jurídico afectado”.
24.
El artículo impugnado de la Ley para la Protección de Personas que Intervienen en el Proceso Penal en el Estado de San Luis Potosí, en los términos en que se encontraba redactado cuando se presentó la demanda, disponía:
“Artículo 50. Desacato de la medida de protección ordenada

Aquél o aquélla a quien corresponda acatar la medida de protección acordada a favor de las víctimas, testigos y demás sujetos procesales, que no le diere cabal cumplimiento, en los términos y condiciones establecidos, será sancionado con prisión de tres meses a un año y multa de quinientas Unidades de Media (sic) y Actualización”.
25.
Es fundado el concepto de invalidez en el que la demandante señala que el artículo prevé una sanción fija e inflexible al no establecer parámetros mínimos y máximos para su individualización, lo que vulnera el principio de proporcionalidad de las penas previsto en el artículo 22 de la Constitución Federal.
26.
Al respecto, este Pleno se ha pronunciado sobre la inconstitucionalidad de similares porciones normativas como la ahora impugnada en diversos asuntos, como las acciones de inconstitucionalidad 155/2017 y su acumulada 156/2017
, así como 208/2020
 y 180/2021
. En tales precedentes, este Alto Tribunal ha destacado que del artículo 22 de la Constitución Federal se deriva la prohibición de la multa excesiva y que toda pena deberá ser proporcional al delito que se sancione y al bien jurídico afectado.
27.
Asimismo, la Suprema Corte ha indicado que, para que una multa no sea contraria al texto constitucional, deben establecerse en la ley elementos a partir de los cuales la autoridad facultada para imponerla tenga posibilidad, en cada caso, de determinar su monto o cuantía, tomando en cuenta la gravedad de la infracción, la capacidad económica del infractor, la reincidencia -en su caso- de éste en la comisión del hecho que la motiva, o cualquier otro elemento del que pueda inferirse la gravedad o levedad del hecho infractor. Ello, para así determinar individualmente la multa que corresponda, ya que ésta debe ser proporcional a la infracción cometida; de lo contrario resultará excesiva.
28.
De igual manera, el Pleno ha señalado que el legislador tiene libertad para diseñar el rumbo de la política criminal de acuerdo con las necesidades sociales del momento respectivo, pero al configurar las leyes relativas debe respetar el contenido de principios constitucionales, entre ellos, los de proporcionalidad y razonabilidad jurídica para que la aplicación de las penas no sea contraria a los derechos humanos.
29.
En las acciones de inconstitucionalidad 208/2020 y 180/2021, el Tribunal Pleno refirió que los preceptos controvertidos no establecían un parámetro entre un mínimo y un máximo para su individualización, por lo que no podía existir proporción y razonabilidad suficiente entre su imposición y la gravedad del delito cometido, al no considerarse los elementos que la autoridad judicial debe tener en cuenta para su individualización, como son, además de la gravedad, el grado de culpabilidad del acusado; la naturaleza de la acción u omisión y los medios empleados para ejecutarla; la magnitud del daño y el peligro a que se expuso al ofendido; las circunstancias de tiempo, modo y lugar del hecho realizado, y la forma de intervención, entre otros elementos.
30.
El establecimiento de la sanción en los términos previstos impide que para su aplicación judicial se tomen en cuenta, entre otros factores, el daño al bien jurídico protegido, su individualización entre un mínimo y un máximo, así como el grado de reprochabilidad atribuible al sujeto activo, lo que es violatorio del artículo 22 de la Constitución Federal.
31.
En el caso, el artículo 50 de la Ley para la Protección de Personas que Intervienen en el Proceso Penal en el Estado de San Luis Potosí, establece que la persona a la que le corresponda acatar la medida de protección acordada a favor de las víctimas, testigos y demás sujetos procesales, y que no dé cabal cumplimiento en los términos y condiciones establecidos, será sancionada con prisión de tres meses a un año y multa de quinientas Unidades de Media y Actualización.
32.
En ese sentido, la norma contiene los mismos vicios de inconstitucionalidad de las normas analizadas en los precedentes de este Alto Tribunal, pues su previsión imposibilita que las personas juzgadoras y tribunales, al aplicar la sanción pecuniaria, cumplan con el deber de individualizar las sanciones penales atendiendo a criterios determinados, cuya obligación está prevista, entre otros, en los artículos 410
 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 47 y 74 a 76 del Código Penal del Estado de San Luis Potosí
.
33.
Así pues, la porción normativa impugnada transgrede el principio de proporcionalidad de la pena contenido en el artículo 22 constitucional. Por tanto, procede declarar la invalidez del artículo 50 de la Ley para la Protección de Personas que Intervienen en el Proceso Penal en el Estado de San Luis Potosí, en su porción normativa “y multa de quinientas Unidades de Media y Actualización”.
VII. EFECTOS

34.
En términos de los artículos 41, fracción IV, 42, párrafo primero, y 45 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, aplicables en términos del numeral 59 de la propia ley, la resolución tendrá efectos retroactivos a la fecha en que la norma declarada inconstitucional entró en vigor
, esto es, el cuatro de diciembre de dos mil veinticuatro, en beneficio de todas las personas directamente implicadas en los procesos penales respectivos
.
35.
Esta declaratoria de invalidez surtirá sus efectos retroactivos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de San Luis Potosí.
36.
Para el eficaz cumplimiento de esta sentencia, también deberá notificarse al titular del Poder Ejecutivo y al Supremo Tribunal de Justicia del Estado de San Luis Potosí, así como a los Tribunales Colegiados en Materia Penal del Noveno Circuito, a los Juzgados de Distrito y al Centro de Justicia Penal Federal, que ejercen su jurisdicción en el referido Circuito.
37.
Por lo expuesto y fundado, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
VIII. DECISIÓN
PRIMERO. Es procedente y fundada la presente acción de inconstitucionalidad.
SEGUNDO. Se declara la invalidez del artículo 50, en su porción normativa “y multa de quinientas Unidades de Media (sic) y Actualización”, de la Ley para la Protección de Personas que Intervienen en el Proceso Penal en el Estado de San Luis Potosí, reformado mediante Decreto Número 0017, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el cuatro de diciembre de dos mil veinticuatro, la cual surtirá sus efectos retroactivos en la referida fecha de entrada en vigor, a partir de la notificación de estos puntos resolutivos al Congreso de dicho Estado.
TERCERO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.
Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por mayoría de ocho votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Ríos González, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz. La señora Ministra Batres Guadarrama votó en contra.

El señor Ministro Presidente Aguilar Ortiz declaró que el asunto se resolvió en los términos propuestos. Doy fe.

Firman los señores Ministros Presidente y la Ponente, con el Secretario General de Acuerdos, quien da fe.
Presidente, Ministro Hugo Aguilar Ortiz.- Firmado electrónicamente.- Ponente, Ministra María Estela Ríos González.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Daniel Álvarez Toledo.- Firmado electrónicamente.
DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de nueve fojas útiles, en las que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente de la sentencia emitida en la acción de inconstitucionalidad 194/2024, promovida por la Fiscalía General de la República, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión del diecinueve de enero de dos mil veintiséis. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a veinte de febrero de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
� De conformidad con lo determinado por el Pleno de este Alto Tribunal en su sesión privada de once de marzo de dos mil diecinueve.


� “Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: 


[...]


II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución.


[...]


i) El Fiscal General de la República respecto de leyes federales y de las entidades federativas, en materia penal y procesal penal, así como las relacionadas con el ámbito de sus funciones. [...]”.


� “Artículo 16. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá:


I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La admisión de controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad planteadas respecto de normas generales no dará lugar en ningún caso a la suspensión de la norma cuestionada...”.


� “SEGUNDO. Competencia reservada del Pleno de la SCJN. La SCJN conservará para su resolución:


[...]


II. Las acciones de inconstitucionalidad, previstas en el artículo 105, fracción II, de la CPEUM, así como los recursos interpuestos en éstas [...]”.


� “Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente.


En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son hábiles”.


� “Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario [...]”.


� “Artículo 19 de la Ley de la Fiscalía General de la República. Son facultades de la persona titular de la Fiscalía General: [...]


XXXVII. Promover las acciones de inconstitucionalidad, en los siguientes supuestos: 


a)	Respecto de leyes federales y de las entidades federativas, en materia penal y procesal penal, así como las relacionadas con el ámbito de sus funciones, en términos de la ley de la materia, y [...]”.


� “Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: [...]


III. [...]


La declaración de invalidez de las resoluciones a que se refieren las fracciones I y II de este artículo no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los principios generales y disposiciones legales aplicables de esta materia [...]”.


� “Artículo 45. Las sentencias producirán sus efectos a partir de la fecha que determine la Suprema Corte de Justicia de la Nación.


La declaración de invalidez de las sentencias no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los principios generales y disposiciones legales aplicables de esta materia”.


� Este Alto Tribunal está en condiciones de dar efectos retroactivos a la sentencia de invalidez que se dicte en relación con normas legales de carácter penal, los cuales tendrán eficacia desde la entrada en vigor de la legislación declarada inconstitucional y bajo la estricta condición de que la expulsión de la norma tienda a beneficiar (y nunca a perjudicar) a todos y cada uno de los individuos directamente implicados en los procesos penales respectivos.


� Al respecto es aplicable la tesis P. IV/2014 (10a.) sustentada por el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 4, marzo de 2014, tomo I, página 227, registro 2005882, de rubro: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. NO SE ACTUALIZA LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA POR CESACIÓN DE EFECTOS, CUANDO SE IMPUGNA UNA NORMA DE NATURALEZA PENAL QUE POSTERIORMENTE SE REFORMA, MODIFICA, DEROGA O ABROGA.”.


� Resuelta en sesión de dieciséis de enero de dos mil veinte por unanimidad de once votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas con reservas, Aguilar Morales con salvedades, Pardo Rebolledo con salvedades, Piña Hernández con reservas, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea.


� Resuelta el veintiocho de octubre de dos mil veintiuno por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea.


� Resuelta el veintinueve de enero de dos mil veinticuatro por mayoría de ocho votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Ortiz Ahlf, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán con diversas consideraciones y Presidente en funciones Aguilar Morales con razones adicionales, respecto del apartado VII, relativo al estudio de fondo, consistente en declarar la invalidez del artículo 261, fracciones I, en su porción normativa ‘y multa de doscientas  Unidades de Medida y Actualización’, II, en su porción normativa ‘y multa de quinientas Unidades de Medida y Actualización’, y III, en su porción normativa ‘y multa de quinientas Unidades de Medida y Actualización’, del Código Penal del Estado Libre y Soberano de Puebla, reformado mediante el decreto publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el ocho de noviembre de dos mil veintiuno. Las señoras Ministras Esquivel Mossa y Batres Guadarrama votaron en contra.


� “Artículo 410. Criterios para la individualización de la sanción penal o medida de seguridad El Tribunal de enjuiciamiento al individualizar las penas o medidas de seguridad aplicables deberá tomar en consideración lo siguiente: [...]”.


� “ARTÍCULO 47. Multa proporcional a la responsabilidad


Cuando varias personas cometan el delito, el juez fijará la sanción pecuniaria para cada uno de los responsables, según su participación en el hecho delictuoso y sus condiciones económicas.


La multa será exigible por la autoridad judicial, en los mismos términos de la reparación del daño”.


“ARTÍCULO 74. Criterios de individualización


El juez, al dictar sentencia condenatoria, determinará la pena y medida de seguridad establecida para cada delito y las individualizará dentro de los límites señalados, con base en la gravedad del ilícito y el grado de culpabilidad del agente, tomando en cuenta:


I. La naturaleza de la acción u omisión y los medios empleados para ejecutarla;


II. La magnitud del daño causado al bien jurídico o del peligro en que éste fue colocado;


III. Las circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión del hecho realizado;


IV. La forma y grado de intervención del agente en la comisión del delito; los vínculos de parentesco, amistad o relación entre el activo y el pasivo, así como su calidad y la de la víctima u ofendido;


V. La edad, el nivel de educación, las costumbres, condiciones sociales, económicas y culturales del sujeto, así como los motivos que lo impulsaron o determinaron a delinquir. Cuando el procesado pertenezca a un grupo étnico o pueblo indígena, se tomarán en cuenta, además, sus tradiciones y sistemas normativos, y lo que disponga la Ley de Justicia Indígena y Comunitaria del Estado de San Luis Potosí;


VI. Las condiciones de salud físicas y psíquicas específicas en que se encontraba el activo en el momento de la comisión del delito;


VII. Las circunstancias del activo y pasivo, antes y durante la comisión del delito, que sean relevantes para individualizar la sanción, incluidos en su caso, los datos de violencia, la relación de desigualdad o de abuso de poder entre el agresor y la víctima vinculada directamente con el hecho delictivo, así como el comportamiento posterior del acusado con relación al delito cometido, y


VIII. Las demás circunstancias especiales del agente, que sean relevantes para determinar la posibilidad que tuvo de haber ajustado su conducta a las exigencias de la norma.


Para la adecuada aplicación de las penas y medidas de seguridad, el juez deberá tomar conocimiento directo del sujeto; de la víctima u ofendido”.


“ARTÍCULO 75. Circunstancias particulares del ofendido


No es imputable al acusado el aumento de gravedad proveniente de circunstancias particulares del ofendido, si las ignoraba inculpablemente al cometer el delito”.


“ARTÍCULO 76. Circunstancias personales y subjetivas


El aumento o la disminución de la pena, fundados en las relaciones personales o en las circunstancias subjetivas del autor de un delito, no son aplicables a los demás sujetos que intervinieron en aquél. Son aplicables las que se funden en circunstancias objetivas, si los demás sujetos tienen conocimiento de ellas.”


� “TRANSITORIO 


Único. El presente Decreto entrará en vigor el día de su publicación en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis. [...].”


� Es de apoyo a lo anterior, el criterio número P./J. 104/2008, de rubro: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN ESTÁ FACULTADA PARA DAR EFECTOS RETROACTIVOS A LA SENTENCIA QUE DECLARE LA INVALIDEZ DE NORMAS LEGALES EN MATERIA PENAL”. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVIII, septiembre de 2008, página 587, Novena Época, Pleno, Registro digital: 169017






